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RESUMEN 

 

La problemática analizada se presenta en el ámbito de los procesos seguidos 

ante el Segundo Juzgado de Familia de Chimbote, específicamente en el 

expediente N.° 00388-2015-0-2501-JR-FC-02, referido a un caso de maltrato 

psicológico. Dicha situación fue identificada a partir de la experiencia obtenida 

en el examen de actuaciones judiciales, donde se constató que esta forma de 

agresión no física enfrenta dificultades para su adecuada valoración y para la 

ejecución efectiva de las disposiciones de tutela dictadas por la autoridad 

jurisdiccional. 

El estudio se justifica en la necesidad de examinar la respuesta de la 

administración de justicia frente a este tipo de afectación emocional, 

considerando la brecha existente entre su reconocimiento normativo y la 

protección real de la persona agraviada. En el caso concreto, la denuncia 

formulada por M. R. C. A. contra J. L. P. M. permitió apreciar que, si bien la 

adopción de mecanismos de amparo constituye un instrumento relevante de 

tutela, estos no siempre resultan suficientes para evitar la reiteración de 

conductas lesivas ni para garantizar una protección sostenida. 

Del análisis del expediente se identifican diversas situaciones jurídicas 

comprometidas, entre ellas el derecho de la víctima a la integridad psíquica, a 

la dignidad humana y a una tutela jurisdiccional efectiva, lo que impone al Estado 

el deber de brindar una intervención oportuna y eficaz. De manera paralela, se 

reconoce la necesidad de respetar las garantías del denunciado, especialmente 

el debido proceso y el derecho de defensa. Asimismo, se advierte la obligación 

de los operadores judiciales de actuar con debida diligencia, no solo al emitir 

resoluciones, sino también al supervisar su cumplimiento. 

Del estudio realizado se desprende que esta modalidad de violencia, pese a su 

reconocimiento legal, continúa enfrentando limitaciones en su tratamiento 

práctico, principalmente por la insuficiencia de mecanismos de control posterior. 

Por ello, se plantea la necesidad de fortalecer la supervisión de las disposiciones 

de protección y mejorar la coordinación interinstitucional, con el propósito de 

asegurar una respuesta judicial eficaz y orientada a la prevención de nuevas 

situaciones de riesgo. 

 

vii 



 

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

 

El problema analizado se enmarca en los procesos de violencia familiar por 

violencia psicológica, tramitados ante los Juzgados de Familia, donde la 

respuesta judicial no siempre logra una protección efectiva y sostenida de la 

persona afectada. Esta situación se evidenció de manera concreta en el 

expediente N.° 00388-2015-0-2501-JR-FC-02, seguido ante el Segundo 

Juzgado de Familia de Chimbote, en el cual la denuncia formulada por M. R. C. 

A. contra J. L. P. M. permitió advertir las limitaciones existentes en la valoración 

del daño psicológico y en la ejecución de las medidas de protección dictadas. 

 

La violencia psicológica, a diferencia de otras manifestaciones de violencia 

familiar, no deja huellas físicas visibles, lo que dificulta su acreditación inmediata 

y genera, en muchos casos, una respuesta judicial centrada más en la formalidad 

del proceso que en la protección integral de la víctima. Esta circunstancia afecta 

directamente situaciones jurídicas fundamentales, como el derecho de la 

persona agraviada a la integridad psíquica, a la dignidad humana y a una tutela 

jurisdiccional efectiva, en tanto la protección otorgada puede resultar insuficiente 

para evitar la continuidad del daño emocional. 

 

Asimismo, el problema presenta una complejidad adicional al requerir un 

equilibrio constante entre la necesidad de protección inmediata de la víctima y el 

respeto de las garantías procesales del denunciado, especialmente el derecho 

al debido proceso y a la defensa. Esta tensión, cuando no es adecuadamente 

gestionada, puede derivar en decisiones que, si bien son formalmente válidas, 

carecen de eficacia real para prevenir la reiteración de conductas violentas y 

restablecer los derechos vulnerados. 

 

La complejidad del problema también se manifiesta en la limitada articulación 

entre los operadores del sistema de justicia y las instituciones encargadas de 

ejecutar y supervisar las medidas de protección. La ausencia de un seguimiento 

efectivo reduce el impacto preventivo de dichas medidas y expone a la víctima a 

un riesgo persistente, debilitando la finalidad protectora del proceso de violencia 

familiar. 
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En ese contexto, la necesidad de solución del problema resulta evidente, pues 

no basta con el reconocimiento normativo de la violencia psicológica ni con la 

emisión de resoluciones judiciales, sino que se requiere una intervención estatal 

diligente, coordinada y orientada a garantizar una protección real y continua. El 

análisis del problema permite, por tanto, identificar las deficiencias existentes en 

el tratamiento judicial de la violencia psicológica y resalta la importancia de 

fortalecer los mecanismos de valoración, ejecución y seguimiento de las medidas 

de protección, en salvaguarda de los derechos fundamentales comprometidos. 

 

 

MARCO TEÓRICO 

 

La violencia familiar constituye una problemática jurídica de especial relevancia, 

en tanto implica la vulneración de derechos fundamentales en el ámbito de las 

relaciones familiares y exige la intervención del Estado para garantizar su 

protección efectiva. Desde una perspectiva jurídica, la violencia familiar no 

puede ser concebida como un asunto estrictamente privado, sino como una 

manifestación de conductas que afectan la integridad personal, la dignidad 

humana y el libre desarrollo de la persona, justificando la adopción de medidas 

inmediatas de tutela. En el ordenamiento jurídico peruano, la Ley N.° 30364 

reconoce expresamente esta naturaleza y orienta la actuación estatal hacia la 

prevención del daño, la protección de la víctima y la erradicación de las 

conductas violentas, priorizando un enfoque de riesgo y de derechos humanos 

(Congreso de la República, 2015). 

 

Dentro de las formas de violencia familiar, la violencia psicológica presenta una 

complejidad jurídica particular, debido a que su manifestación no se traduce en 

lesiones físicas evidentes, sino en afectaciones progresivas a la estabilidad 

emocional, la autoestima y la autonomía de la persona afectada. Este tipo de 

violencia se expresa a través de conductas reiteradas de control, humillación, 

intimidación, aislamiento o desvalorización, cuyo impacto no se limita a un 

episodio aislado, sino que se consolida en un patrón relacional de dominación. 

Desde el punto de vista jurídico, ello exige una valoración que considere el 
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contexto, la reiteración de la conducta y sus efectos acumulativos, evitando 

interpretaciones restrictivas que minimicen el daño psicológico por la ausencia 

de pruebas físicas inmediatas. 

 

La doctrina ha señalado que la violencia psicológica constituye una forma de 

agresión que puede resultar incluso más lesiva que la violencia física, en la 

medida en que genera un deterioro sostenido de la personalidad y de la 

capacidad de autodeterminación de la víctima. Walker (2016) sostiene que este 

tipo de violencia produce un estado de sometimiento emocional que limita la 

capacidad de reacción de la persona afectada, lo que justifica una intervención 

judicial temprana y preventiva. En consecuencia, el juez de familia no debe 

limitar su análisis a la verificación de hechos aislados, sino que debe evaluar el 

conjunto de indicios y el contexto relacional en el que se desarrolla la conducta 

denunciada. 

 

Desde la perspectiva constitucional, la violencia psicológica vulnera de manera 

directa el derecho a la integridad psíquica, reconocido como parte del derecho 

a la integridad personal, así como el derecho a la dignidad humana, entendido 

como el valor intrínseco de toda persona y fundamento del orden jurídico. El 

Tribunal Constitucional ha precisado que la dignidad humana constituye un 

parámetro interpretativo esencial en la actuación de los órganos jurisdiccionales, 

especialmente en aquellos casos en los que se verifican tratos degradantes o 

situaciones de sometimiento emocional (Tribunal Constitucional, 2005). 

Asimismo, se encuentra comprometido el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva, que no se satisface con el solo acceso al proceso, sino que exige una 

respuesta adecuada y eficaz frente a la amenaza o vulneración de derechos 

fundamentales. 

 

En este marco, las medidas de protección se configuran como el principal 

instrumento de tutela inmediata en los procesos de violencia familiar. Su 

naturaleza jurídica es esencialmente preventiva y cautelar, orientada a 

interrumpir la dinámica de violencia y a reducir el riesgo para la víctima. No 

obstante, la eficacia de estas medidas no depende únicamente de su emisión 

formal, sino de su adecuada ejecución y del seguimiento que realicen las 
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autoridades competentes. La falta de control posterior puede convertirlas en 

decisiones meramente declarativas, vaciando de contenido la protección que el 

ordenamiento jurídico busca garantizar. 

 

El principio de debida diligencia impone al Estado la obligación de actuar con 

prontitud, seriedad y eficacia frente a las situaciones de violencia familiar, 

particularmente cuando se trata de violencia psicológica, cuyo daño suele ser 

subestimado. La jurisprudencia interamericana ha establecido que una 

respuesta estatal insuficiente, tardía o meramente formal frente a la violencia 

constituye una forma de tolerancia incompatible con la obligación de garantizar 

los derechos humanos (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2009). En 

consecuencia, los operadores de justicia deben adoptar una actuación activa, 

coordinada y orientada a la protección real de la víctima. 

 

Finalmente, el tratamiento jurídico de la violencia psicológica exige una 

ponderación adecuada entre la protección de la víctima y el respeto de las 

garantías procesales del denunciado, especialmente el derecho al debido 

proceso y a la defensa. Esta ponderación no implica neutralidad frente al daño, 

sino la adopción de decisiones razonables y proporcionales que permitan 

prevenir la reiteración de la violencia sin incurrir en arbitrariedad. En ese sentido, 

el juez de familia cumple un rol fundamental en la protección de derechos 

fundamentales, debiendo interpretar y aplicar la normativa desde un enfoque 

garantista y preventivo. 

 

 

ANÁLISIS DEL PROBLEMA 

 

El problema identificado en los procesos de violencia familiar por violencia 

psicológica no radica únicamente en la existencia de un marco normativo 

insuficiente, sino en las limitaciones prácticas que presenta su aplicación 

efectiva, particularmente en la ejecución y seguimiento de las medidas de 

protección. En el expediente N.° 00388-2015-0-2501-JR-FC-02, tramitado ante 

el Segundo Juzgado de Familia de Chimbote, se advierte que, si bien el órgano 

jurisdiccional adopta medidas orientadas a salvaguardar a la víctima, estas no 
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siempre logran cumplir plenamente su finalidad preventiva, lo que evidencia la 

necesidad de reforzar los mecanismos de tutela previstos por el ordenamiento 

jurídico. 

 

Desde el derecho nacional, una primera solución se encuentra en una 

interpretación más amplia y garantista de la Ley N.° 30364, que permita al juez 

valorar la violencia psicológica a partir del análisis integral del contexto, la 

reiteración de las conductas y los indicios existentes, sin exigir pruebas directas 

de difícil obtención. Esta interpretación resulta coherente con el enfoque de 

derechos humanos y con el principio de protección reforzada de la víctima, 

evitando que la ausencia de evidencia física se convierta en un obstáculo para 

la adopción de medidas eficaces. 

 

Asimismo, resulta necesario fortalecer el seguimiento judicial de las medidas de 

protección, incorporando mecanismos de verificación periódica de su 

cumplimiento. Desde una perspectiva jurídica, ello implica que el juez no se limite 

a dictar la medida, sino que ejerza un rol activo en su supervisión, coordinando 

con la Policía Nacional y otras instituciones competentes. Esta actuación se 

encuentra respaldada por el principio de debida diligencia, que exige al Estado 

adoptar todas las medidas razonables para prevenir la reiteración de actos de 

violencia. 

 

Otra posible solución consiste en reforzar el uso de informes psicológicos y 

sociales como medios probatorios relevantes, otorgándoles un valor central en 

la valoración judicial del daño psicológico. El reconocimiento del carácter 

especializado de estos informes permite una mejor comprensión del impacto real 

de la violencia psicológica y contribuye a decisiones más ajustadas a la realidad 

del caso, sin afectar las garantías procesales del denunciado. 

 

Desde la perspectiva del derecho comparado, se observa que en ordenamientos 

como el español y el argentino se ha avanzado en la adopción de modelos de 

protección integral frente a la violencia psicológica, en los que las medidas 

cautelares incluyen no solo restricciones de acercamiento, sino también 

evaluaciones periódicas del riesgo y programas obligatorios de intervención para 
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el agresor. Estas experiencias demuestran que la protección de la víctima resulta 

más efectiva cuando se combina la restricción jurídica con medidas de control y 

acompañamiento institucional. 

 

En ese sentido, una solución aplicable al contexto nacional sería la incorporación 

de un enfoque de gestión del riesgo, mediante el cual las medidas de protección 

se ajusten dinámicamente según la evolución del caso. Este enfoque permitiría 

identificar oportunamente situaciones de reincidencia o incumplimiento, 

reduciendo la exposición de la víctima a nuevos episodios de violencia y 

fortaleciendo la finalidad preventiva del proceso. 

 

El análisis del problema permite concluir que la solución no pasa por una reforma 

normativa inmediata, sino por una aplicación más eficaz y articulada del derecho 

vigente, sustentada en una interpretación garantista, en el fortalecimiento del 

seguimiento judicial y en la incorporación de buenas prácticas provenientes del 

derecho comparado. De este modo, es posible avanzar hacia una protección real 

y efectiva de los derechos fundamentales comprometidos en los casos de 

violencia psicológica. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

6 



 

 

CONCLUSIONES 

 

El análisis del expediente N.° 00388-2015-0-2501-JR-FC-02, tramitado ante el 

Segundo Juzgado de Familia de Chimbote, permite apreciar que el maltrato 

psicológico, pese a su reconocimiento normativo, presenta dificultades en su 

valoración y tratamiento jurisdiccional, principalmente por su carácter no visible 

y por la limitada verificación posterior de las disposiciones adoptadas. 

 

El estudio del problema, a la luz de las fuentes del derecho nacional y de los 

estándares jurisprudenciales aplicables, evidencia que la tutela jurisdiccional 

efectiva en este tipo de procesos no se satisface únicamente con la emisión de 

medidas formales, sino que requiere una actuación orientada a la prevención del 

riesgo y a la protección real de los derechos esenciales de la persona afectada. 

 

Del examen realizado se desprende que la eficacia de los mecanismos de tutela 

depende de su adecuada ejecución y seguimiento, resultando insuficiente una 

respuesta meramente declarativa cuando no se garantiza su cumplimiento 

efectivo ni se reduce la posibilidad de reiteración de la conducta lesiva. 

 

El tratamiento jurídico de esta manifestación de violencia exige una ponderación 

razonable entre la protección de la víctima y el respeto de las garantías 

procesales del denunciado, de modo que se adopten decisiones proporcionales, 

orientadas a la prevención del daño y compatibles con el debido proceso. 
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RECOMENDACIONES 

 

Resulta pertinente que los órganos jurisdiccionales apliquen criterios de 

valoración probatoria acordes con la naturaleza del daño psicológico, 

considerando el contexto, la reiteración de las conductas y los indicios existentes, 

sin exigir medios de prueba incompatibles con este tipo de afectación. 

 

Es necesario reforzar el seguimiento de las disposiciones de tutela mediante una 

actuación más activa del juez de familia y una coordinación efectiva con las 

instituciones competentes, con la finalidad de garantizar su cumplimiento y 

reducir el riesgo de reincidencia. 

 

Corresponde otorgar mayor relevancia a los informes psicológicos y sociales 

como elementos técnicos para la acreditación del daño emocional y la evaluación 

del nivel de riesgo en el que se encuentra la persona agraviada. 

 

Conviene incorporar criterios y buenas prácticas provenientes del derecho 

comparado, orientadas a la evaluación continua del riesgo y al control de las 

medidas adoptadas, con el propósito de fortalecer la respuesta del aparato 

judicial frente a este tipo de violencia. 
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